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 3429 ACUERDO entre el Gobierno español y el 
Gobierno macedonio para la promoción y pro-
tección recíproca de inversiones, hecho en 
Madrid el 20 de junio de 2005.

ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO ESPAÑOL Y EL GOBIERNO 
MACEDONIO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN

RECÍPROCA DE INVERSIONES

PREÁMBULO

El Gobierno español y el Gobierno macedonio, en 
adelante denominados «las Partes Contratantes»,

Deseando intensificar la cooperación económica entre 
ambos países,

Proponiéndose crear condiciones favorables para las 
inversiones realizadas por inversores de cada Parte Con-
tratante en el territorio de la otra Parte Contratante, y

Reconociendo que la promoción y protección de las 
inversiones con arreglo al presente Acuerdo estimularán 
las iniciativas en este campo,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Acuerdo:
1. Por «inversor» se entenderá cualquier persona 

física o jurídica de una de las dos Partes Contratantes que 
realice inversiones en el territorio de la otra Parte Contra-
tante:

a) Por «persona física» se entenderá toda persona 
física a la que, de conformidad con la legislación de esa 
Parte Contratante, se considere nacional de la misma.

b) Por «persona jurídica» se entenderá toda persona 
jurídica o cualquier otra entidad legal constituida o debi-
damente organizada de otra forma de conformidad con la 
legislación aplicable de esa Parte Contratante y que tenga 
su domicilio social en el territorio de esa misma Parte 
Contratante.

2. Por «inversión» se entenderá todo tipo de activos 
invertidos por inversores de una Parte Contratante en el 
territorio de la otra Parte Contratante de conformidad con 
las leyes y reglamentos de esta segunda Parte Contra-
tante, incluidos en particular, aunque no exclusivamente, 
los siguientes:

a) la propiedad de bienes muebles e inmuebles, así 
como otros derechos reales, tales como hipotecas, gravá-
menes, prendas y derechos similares;

b) las participaciones, acciones o cualquier otra 
forma de participación en sociedades;

c) el derecho a aportaciones monetarias o a cualquier 
otro tipo de prestación que tenga un valor económico;

d) derechos de propiedad intelectual o industrial, 
tales como derechos de autor, marcas comerciales, paten-
tes, procesos técnicos, conocimientos técnicos (know-
how) y fondo de comercio;

e) derechos otorgados por la ley o en virtud de un 
contrato, incluidas las concesiones para la prospección, 
cultivo, extracción o explotación de recursos naturales.

Las inversiones realizadas en el territorio de una Parte 
Contratante por cualquier persona jurídica de esa misma 
Parte Contratante que sea propiedad o esté controlada 
efectivamente por inversores de la otra Parte Contratante 
se considerarán también inversiones realizadas por inver-
sores de la segunda Parte Contratante siempre que se 
hayan efectuado de conformidad con las leyes y regla-
mentos de la primera Parte Contratante.

Ningún cambio en la forma en que se inviertan o rein-
viertan los activos afectará a su carácter de inversión.

3. Por «rentas» se entenderán los importes produci-
dos por una inversión y comprenderán en particular, aun-
que no exclusivamente, los beneficios, intereses, dividen-
dos, cánones, honorarios y plusvalías;

4. Por «territorio» se entenderá:
a) con respecto a la Parte española, el territorio 

terrestre, las aguas interiores, el mar territorial y el espa-
cio aéreo sobre ellos, así como la zona económica exclu-
siva y la plataforma continental que se extienden fuera de 
los límites del mar territorial y sobre las cuales la Parte 
española tenga o pueda tener jurisdicción y/o derechos 
soberanos según el derecho internacional;

b) con respecto a la Parte macedonia, la tierra, el 
agua y el espacio aéreo sobre los cuales la Parte macedo-
nia ejerza, de conformidad con el derecho internacional, 
derechos soberanos y jurisdicción sobre dichas zonas.

Artículo 2. Promoción y admisión de inversiones.

1. Cada Parte Contratante promoverá en su territorio, 
en la medida de lo posible, las inversiones de inversores 
de la otra Parte Contratante. Cada Parte Contratante admi-
tirá dichas inversiones de conformidad con sus leyes y 
reglamentos.

2. Cuando una Parte Contratante haya admitido en 
su territorio una inversión, concederá, de conformidad 
con sus leyes y reglamentos, los permisos necesarios en 
relación con dicha inversión y con la ejecución de acuer-
dos de licencia y de contratos de asistencia técnica, 
comercial o administrativa. Cada Parte Contratante se 
esforzará por expedir las autorizaciones necesarias en 
relación con las actividades de los consultores y otras 
personas cualificadas de nacionalidad extranjera.

Artículo 3. Protección.

1.  Las inversiones realizadas por inversores de una 
Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contra-
tante obtendrán un tratamiento justo y equitativo y disfru-
tarán de plena protección y seguridad. En ningún caso 
concederá una Parte Contratante a dichas inversiones un 
tratamiento menos favorable que el exigido por el dere-
cho internacional.

2. Cada Parte Contratante protegerá, dentro de su 
territorio, las inversiones realizadas de conformidad con 
sus leyes y reglamentos por inversores de la otra Parte 
Contratante y no obstaculizará, mediante medidas injusti-
ficadas o discriminatorias, la gestión, mantenimiento, 
utilización, disfrute, ampliación, venta y, en su caso, la 
liquidación de dichas inversiones. Cada Parte Contratante 
respetará toda obligación que haya contraído por escrito 
con respecto a las inversiones de inversores de la otra 
Parte Contratante.

Artículo 4. Tratamiento nacional y de nación más favore-
cida.

1. Cada Parte Contratante concederá en su territorio a 
las inversiones realizadas por inversores de la otra Parte 
Contratante un tratamiento no menos favorable que el otor-
gado a las inversiones realizadas por sus propios inversores 
o por inversores de cualquier tercer Estado, según el que 
sea más favorable para el inversor interesado.

2. Cada Parte Contratante concederá en su territorio 
a los inversores de la otra Parte Contratante, por lo que 
respecta a la gestión, utilización, disfrute o enajenación 
de sus inversiones, un tratamiento no menos favorable 
que el otorgado a sus propios inversores o a inversores 
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de cualquier tercer Estado, según el que sea más favora-
ble para el inversor interesado.

3. El tratamiento concedido en virtud de los aparta-
dos 1 y 2 del presente artículo no se interpretará en el 
sentido de que se obligue a una Parte Contratante a hacer 
extensivo a los inversores de la otra Parte Contratante y a 
sus inversiones el beneficio de cualquier tratamiento, pre-
ferencia o privilegio resultante de:

a) su pertenencia o asociación a cualquier zona de 
libre comercio, unión aduanera, económica o monetaria u 
otros acuerdos internacionales semejantes, futuros o ya 
existentes, incluidas otras formas de organización econó-
mica regional, o

b) cualquier acuerdo o arreglo internacional que se 
refiera total o principalmente a impuestos o cualquier 
legislación interna que se refiera total o principalmente a 
impuestos.

Artículo 5. Expropiación.

1. Ninguna de las Partes Contratantes tomará medi-
das de expropiación, nacionalización ni cualquier otra 
medida que tenga el mismo efecto contra las inversiones 
de inversores de la otra Parte Contratante (en adelante 
denominadas «expropiación») a menos que las medidas 
se tomen por causa de utilidad pública, de manera no dis-
criminatoria, con arreglo al debido procedimiento legal, y 
siempre que dichas medidas vayan acompañadas por el 
pago de una indemnización pronta, efectiva y adecuada.

Dicha indemnización corresponderá al valor de mer-
cado de la inversión expropiada inmediatamente antes de 
llegar a conocimiento público la expropiación o, en su 
caso, la inminencia de la misma, según lo que ocurra 
antes (en lo sucesivo denominada «fecha de tasación»). 
La indemnización incluirá también los intereses calcula-
dos a un tipo comercial normal desde la fecha de la expro-
piación hasta la fecha del pago.

2. El importe de la indemnización se fijará en una 
moneda libremente convertible al tipo de cambio del mer-
cado imperante para dicha moneda en la fecha de tasa-
ción, será pagado sin demora a la persona que tenga 
derecho a él independientemente de su residencia o 
domicilio y será libremente transferible dentro del plazo 
que normalmente se requiera para completar las formali-
dades de la transferencia.

Dicho plazo se iniciará el día en que se haya formu-
lado la correspondiente solicitud y no podrá exceder de 
un mes.

3. El inversor afectado tendrá derecho, con arreglo a 
la legislación de la Parte Contratante que realice la expro-
piación, a que una autoridad judicial u otra autoridad 
competente de esa Parte Contratante revise con prontitud 
su caso, incluidos la tasación de su inversión y el pago de 
la indemnización, de conformidad con los principios esta-
blecidos en el presente artículo.

4. Cuando una Parte Contratante expropie los acti-
vos de una sociedad constituida de conformidad con la 
legislación vigente en cualquier parte de su propio territo-
rio y en la que tengan participación inversores de la otra 
Parte Contratante, se asegurará de que se apliquen las 
disposiciones del presente artículo con el fin de garantizar 
una indemnización pronta, adecuada y efectiva respecto 
de su inversión a los inversores de la otra Parte Contra-
tante que sean titulares de dichas participaciones.

Artículo 6. Compensación por pérdidas.

1. A los inversores de una Parte Contratante cuyas 
inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante 
sufran pérdidas debidas a guerra u otro conflicto armado, 
estado de emergencia nacional, revolución, insurrección, 
disturbios civiles u otros acontecimientos similares, esta 

última Parte Contratante les concederá, a título de restitu-
ción, indemnización, compensación u otro arreglo, un 
tratamiento no menos favorable que el que esa Parte Con-
tratante conceda a sus propios inversores o a inversores 
de cualquier tercer Estado, según el que resulte más favo-
rable para el inversor afectado. Los pagos que se deriven 
de ello serán libremente transferibles.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, a los 
inversores de una Parte Contratante que, en cualquiera de 
las situaciones mencionadas en dicho apartado, sufran 
pérdidas en el territorio de la otra Parte Contratante como 
consecuencia de:

a) la requisa de su inversión o de parte de la misma 
por las fuerzas o autoridades de esta última; o

b) la destrucción de su inversión o de parte de la 
misma por las fuerzas o autoridades de esta última, sin 
que lo exigiera la necesidad de la situación,

esta última Parte Contratante les concederá una restitu-
ción o indemnización que, en cualquier caso, será pronta, 
adecuada y efectiva. Los pagos que se deriven de ello se 
realizarán sin demora y serán libremente transferibles.

Artículo 7. Transferencias.

1. Cada Parte Contratante garantizará a los inverso-
res de la otra Parte Contratante la libre transferencia de 
todos los pagos relacionados con sus inversiones. Dichas 
transferencias incluirán en particular, aunque no exclusi-
vamente:

a) el capital inicial y otros importes adicionales para 
mantener o ampliar la inversión;

b) los beneficios, intereses, dividendos, cánones, 
cualesquiera honorarios y plusvalías;

c) los fondos en concepto de reembolso de présta-
mos relacionados con una inversión;

d) las indemnizaciones previstas en los artículos 5 y 6;
e) el producto de la venta o liquidación, total o par-

cial, de una inversión;
f) los ingresos y demás remuneraciones del personal 

contratado en el extranjero en relación con una inversión;
g) los pagos derivados de la solución de una contro-

versia.

2. Las transferencias se realizarán sin demora, en 
una moneda libremente convertible y al tipo de cambio 
normal aplicable en la fecha de la transferencia. Las trans-
ferencias se efectuarán cumpliendo las obligaciones fis-
cales establecidas por el derecho vigente en la Parte Con-
tratante receptora.

3. Las Partes Contratantes se comprometen a conce-
der a las transferencias a que se refieren los apartados 1 
y 2 del presente artículo un tratamiento no menos favora-
ble que el concedido a las transferencias originadas por 
inversiones realizadas por cualquier tercer Estado.

Artículo 8. Aplicación de otras disposiciones.

1. Si la legislación de cualquiera de las Partes Contra-
tantes o las obligaciones dimanantes del derecho interna-
cional, ya existentes o que surjan posteriormente entre 
las Partes Contratantes además del presente Acuerdo, 
contienen normas, ya sean generales o específicas, en 
virtud de las cuales deba concederse a las inversiones 
realizadas por inversores de la otra Parte Contratante un 
tratamiento más favorable que el previsto en el presente 
Acuerdo, dichas normas prevalecerán sobre el presente 
Acuerdo en la medida en que sean más favorables.

2. Las condiciones más favorables que las del pre-
sente Acuerdo que una de las Partes Contratantes haya 
convenido con inversores de la otra Parte Contratante no 
se verán afectadas por el presente Acuerdo.



7078 Lunes 19 febrero 2007 BOE núm. 43

3. Nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo afec-
tará a las disposiciones establecidas mediante acuerdos 
internacionales relativos a derechos de propiedad intelec-
tual e industrial vigentes en la fecha de su firma.

Artículo 9. Subrogación.

En caso de que una Parte Contratante o su organismo 
designado realice un pago a cualquiera de sus inversores 
en virtud de un acuerdo de indemnización o garantía o de 
un contrato de seguro contra riesgos no comerciales otor-
gado en relación con una inversión efectuada en el territo-
rio de la otra Parte Contratante, esta última reconocerá la 
cesión de cualquier derecho o crédito de dicho inversor a la 
primera Parte Contratante o a su organismo designado y el 
derecho de la primera Parte Contratante o de su organismo 
designado a ejercer, por subrogación, dicho derecho o cré-
dito con el mismo alcance que su predecesor en el título. 
Esta subrogación hará posible que la primera Parte Contra-
tante o su organismo designado sea beneficiario directo de 
cualquier pago en concepto de indemnización u otra com-
pensación a que pueda tener derecho el inversor.

Artículo 10. Solución de controversias entre las partes 
contratantes.

1. Cualquier controversia entre las Partes Contratan-
tes referente a la interpretación o aplicación de las dispo-
siciones del presente Acuerdo será resuelta mediante 
consultas y negociación por conducto diplomático.

2. Si las dos Partes Contratantes no pueden llegar a 
un acuerdo en el plazo de seis meses desde el inicio de la 
controversia mediante negociaciones diplomáticas, la 
controversia será sometida, a petición de cualquiera de 
las dos Partes Contratantes, a un tribunal arbitral que se 
constituirá del siguiente modo:

Cada Parte Contratante designará un árbitro y esos 
dos árbitros elegirán a un presidente que será nacional de 
un tercer Estado que mantenga relaciones diplomáticas 
con las dos Partes Contratantes.

3. Si una de las Partes Contratantes no hubiera 
designado su árbitro y no hubiera seguido a la otra Parte 
Contratante en proceder a esa designación en el plazo de 
dos meses, el árbitro será designado a petición de esa 
Parte Contratante por el Presidente de la Corte Internacio-
nal de Justicia.

4. Si los dos árbitros no pueden llegar a un acuerdo 
acerca de la designación del presidente en el plazo de dos 
meses a partir de la designación de aquéllos, el presi-
dente será nombrado a petición de cualquiera de las Par-
tes Contratantes por el Presidente de la Corte Internacio-
nal de Justicia.

5. Si en los supuestos expresados en los aparta-
dos 3 y 4 del presente artículo, el Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia se viera impedido de desem-
peñar esa función o si fuera nacional de cualquiera de 
las Partes Contratantes, la designación será hecha por 
el Vicepresidente, y si éste se viera impedido o fuera 
nacional de cualquiera de las Partes Contratantes, la 
designación será hecha por el juez más antiguo de la 
Corte que no sea nacional de ninguna de las Partes 
Contratantes.

6. Con sujeción a las demás disposiciones que con-
vengan las Partes Contratantes, el tribunal determinará su 
procedimiento. El tribunal tomará sus decisiones por 
mayoría de votos.

7. Las decisiones de tribunal serán definitivas y vincu-
lantes para cada Parte Contratante.

8. El tribunal arbitral decidirá sobre la base de las 
disposiciones contenidas en el presente Acuerdo, así 
como de los principios universalmente aceptados del 
derecho internacional.

9. Cada Parte Contratante correrá con los gastos de 
su propio miembro del tribunal y de su representación en 
el procedimiento arbitral; los gastos del presidente y los 
demás gastos serán sufragados a partes iguales por las 
Partes Contratantes. No obstante, el tribunal podrá decidir 
que una de las Partes Contratantes sufrague una propor-
ción superior de los gastos y esta decisión será vinculante 
para las dos Partes Contratantes.

Artículo 11. Solución de controversias entre una parte 
contratante e inversores de la otra parte contratante.

1. Las controversias entre una Parte Contratante y un 
inversor de la otra Parte Contratante serán notificadas por 
escrito, incluyendo información detallada, por el inversor a la 
Parte Contratante receptora de la inversión. Toda controver-
sia entre una Parte Contratante y un inversor de la otra Parte 
Contratante se resolverá mediante un acuerdo amistoso.

2. Si la controversia no pudieran resolverse de forma 
amistosa en un plazo de seis meses a partir de la fecha de 
la notificación escrita mediante la cual se hubiera comuni-
cado a la otra Parte Contratante el objeto de la controver-
sia, el inversor interesado podrá someterla, a su propia 
elección:

al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo 
territorio se haya efectuado la inversión;

a un tribunal de arbitraje ad hoc establecido según el 
Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI);

al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Rela-
tivas a Inversiones (CIADI) de conformidad con el «Conve-
nio sobre el arreglo de diferencias relativas a inversiones 
entre Estados y nacionales de otros Estados», abierto a la 
firma en Washington DC desde el 18 de marzo de 1965, en 
el caso de que ambas Partes Contratantes hayan firmado 
dicho Convenio.

3. Una vez que la controversia haya sido sometida al 
tribunal competente de la Parte Contratante o al arbitraje 
internacional, la elección de uno u otro procedimiento 
será definitiva.

4. El laudo arbitral se basará en las disposiciones del 
presente Acuerdo, la ley nacional de la Parte Contratante en 
cuyo territorio se haya realizado la inversión, incluidas las 
reglas relativas a los conflictos de leyes, y las normas y prin-
cipios universalmente aceptados del derecho internacional.

5. Las decisiones arbitrales serán definitivas y vincu-
lantes para las partes en la controversia. Cada Parte Con-
tratante se compromete a ejecutar las decisiones de con-
formidad con su legislación nacional.

Artículo 12. Consultas e intercambio de información.

1. Cualquiera de las Partes Contratantes podrá pro-
poner a la otra Parte Contratante la celebración de consul-
tas sobre cualquier materia relativa a la interpretación o 
aplicación del presente Acuerdo. La otra Parte Contratante 
acogerá la propuesta con la mayor comprensión y conce-
derá la oportunidad suficiente para dichas consultas.

2. A petición de cualquiera de las Partes Contratan-
tes, se intercambiará información sobre las leyes, regla-
mentos, decisiones, prácticas administrativas, procedi-
mientos o políticas de la otra Parte Contratante.

Artículo 13. Ámbito de aplicación.

El presente Acuerdo será aplicable a las inversiones 
realizadas en el territorio de una Parte Contratante, efec-
tuadas de conformidad con sus leyes y reglamentos, por 
inversores de la otra Parte Contratante tanto antes como 
después de la entrada en vigor del presente Acuerdo. No 
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obstante, el presente Acuerdo no se aplicará a las contro-
versias surgidas antes de su entrada en vigor.

Artículo 14. Entrada en vigor. Duración y terminación.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor en la última 
fecha en que cualquiera de las Partes Contratantes notifi-
que a la otra el cumplimiento de sus requisitos legales 
internos para la entrada en vigor del presente Acuerdo.

2. El presente Acuerdo permanecerá en vigor por un 
período inicial de diez años. Después de la expiración del 
período inicial de diez años, seguirá en vigor con carácter 
indefinido a menos que cualquiera de las Partes Contra-
tantes notifique a la otra por escrito su decisión de denun-
ciar el presente Acuerdo. La notificación de denuncia sur-
tirá efecto un año después de haber sido recibida por la 
otra Parte Contratante.

3. Con respecto a las inversiones efectuadas antes 
de la fecha en que surta efecto la notificación de denuncia 
del presente Acuerdo, las disposiciones del mismo segui-
rán surtiendo efecto por otro período de diez años a partir 
de la fecha de denuncia del presente Acuerdo.

En fe de lo cual, los representantes debidamente auto-
rizados de las Partes Contratantes firman el presente 
Acuerdo.

Hecho por duplicado en Madrid, el 20 de junio de 2005, 
en español, macedonio e inglés, siendo todos los textos 
igualmente auténticos. En caso de divergencia en la inter-
pretación, prevalecerá el texto inglés. 

Por el Gobierno español, Por el Gobierno macedonio,

Miguel Ángel Moratinos Cuyaubé, Ilinka Mitreva,

Ministro de Asuntos Exteriores 
y de Cooperación

Ministra de Asuntos Exteriores

 El presente Acuerdo entró en vigor el 30 de enero de 2007, 
fecha de la última notificación cruzada entre las Partes 
Contratantes de cumplimiento de sus requisitos legales 
internos, según se establece en su artículo 14.1.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 1 de febrero de 2007.–El Secretario General 

Técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Coope-
ración, Francisco Fernández Fábregas. 

 3430 ENMIENDAS de 2004 al Convenio Internacional 
sobre búsqueda y salvamento marítimos, 1979 
(Capítulos 2, 3 y 4) (publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» de 30 de abril de 1993 y 21 de 
septiembre de 1993), adoptadas el 20 de mayo 
de 2004 mediante Resolución MSC 155(78).

ENMIENDAS DE 2004 AL CONVENIO INTERNACIONAL 
SOBRE BÚSQUEDA Y SALVAMENTO MARÍTIMOS, 1979 

[RESOLUCIÓN MSC.155(78)]

(Adoptada el 20 de mayo de 2004)

El Comité de Seguridad Marítima

Recordando el artículo 28 b) del Convenio constitutivo 
de la Organización Marítima Internacional, artículo que 
trata de las funciones del Comité,

Recordando asimismo el artículo III 2) c) del Convenio 
internacional sobre búsqueda y salvamento marítimos, 
1979 (en adelante denominado «el Convenio»), relativo al 
procedimiento de enmienda aplicable al Anexo del Con-
venio, con excepción de los párrafos 2.1.4, 2.1.5, 2.1.7, 
2.1.10, 3.1.2 ó 3.1.3 del mismo,

Tomando nota de la resolución A.920(22) titulada 
«Examen de las medidas de seguridad y los procedimien-
tos de actuación con las personas rescatadas en el mar»,

Recordando además las disposiciones del Convenio 
respecto de la prestación de auxilio a toda persona que se 
halle en peligro en el mar, independientemente de su 
nacionalidad, condición jurídica o de las circunstancias en 
que haya sido encontrada,

Tomando nota también del artículo 98 de la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 
1982, en cuanto a la obligación de prestar auxilio,

Tomando nota asimismo de la iniciativa del Secretario 
General de hacer participar a los organismos especializa-
dos y programas competentes de las Naciones Unidas en 
el examen de las cuestiones que se abordan en la pre-
sente resolución con el fin de acordar un planteamiento 
común que permita resolverlas eficaz y sistemática-
mente,

Consciente de la necesidad de aclarar los procedi-
mientos existentes para garantizar que se proporciona un 
lugar de refugio a las personas rescatadas en el mar, inde-
pendientemente de su nacionalidad, condición jurídica o 
de las circunstancias en que hayan sido encontradas,

Consciente asimismo de que el propósito del párrafo 
3.1.9 del anexo del Convenio, enmendado por la presente 
resolución, es garantizar que en todos los casos se pro-
porciona un lugar seguro en un periodo de tiempo razo-
nable, hace suyo el propósito de que la responsabilidad 
de proporcionar dicho lugar seguro, o de cerciorarse de 
que se proporciona, corresponda a la Parte responsable 
de la región SAR en la que se haya rescatado a los super-
vivientes,

Habiendo examinado las enmiendas al Convenio pro-
puestas y distribuidas de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo III 2) a) del mismo, en su 78.° período de 
sesiones,

1. Adopta las enmiendas al Convenio cuyo texto 
figura en el anexo de la presente resolución de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo III 2) c) del Convenio;

2.  Decide que las enmiendas se considerarán acep-
tadas el 1 de julio de 2005 a menos que, antes de esa 
fecha, más de un tercio de las Partes hayan notificado que 
recusan dichas enmiendas, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo III 2) f) del Convenio;

3. Invita a las Partes en el Convenio a que tomen 
nota de que, de conformidad con lo dispuesto en su ar-
tículo III 2) h) las enmiendas entrarán en vigor el 1 de 
enero de 2006, una vez que hayan sido aceptadas con 
arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 anterior;

4. Pide al Secretario General que, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo III 2) d) del Convenio, remita 
copias certificadas de la presente resolución y del texto de 
las enmiendas que figura en el anexo, a todas las Partes 
en el Convenio;

5. Pide además al Secretario General que remita 
copias de la presente resolución y de su anexo a los 
Miembros de la Organización que no son partes en el 
Convenio;

6. Pide asimismo al Secretario General que tome las 
medidas pertinentes para proseguir su iniciativa interor-
ganismos e informe al Comité de Seguridad Marítima de 
los avances, en particular con respecto a los procedimien-
tos para facilitar la provisión de lugares seguros a las 
personas en peligro en el mar, a fin de que se adopten las 
medidas que el Comité estime oportunas.


